I. DEFINICIONES, ALCANCE Y DERECHO DE ACCESO

Definiciones
1. En la presente Ley, a no ser que el contexto requiera lo contrario: –
a) “Información” refiere a + en custodia y control de cualquier autoridad pública

b) “Oficial de Información” se refiere al individuo o individuos designados a la autoridad pública de conformidad con Artículos 29 y 30 de esta Ley;

c) “Documento” se refiere a cualquier información registrada, independiente de su forma, origen, fecha de creación, o carácter oficial, si fue o no fue creado por la autoridad que lo mantiene y si esta clasificado o no.  

d) “Publicar” significa poner a disposición en una forma de acceso general a los miembros del publico e incluye la impresión, emisión y las formas electrónicos de difusión; 

e) “Autoridad Pública” se refiere a cualquier autoridad o organización clasificados por Articulo 3 de esta Ley; 

f) “Documentos de Política” significa xxx
g) “Terceros Interesados” son personas que por tener un interés directo pudieran estar interesados en impedir la publicidad de la información ya bien sea debido a que esta afecta su privacidad o bien sus intereses comerciales.
Alcance e Intención 

2. Esta ley crea la más amplia aplicación posible del derecho de acceso a la información que esté en posesión, custodia o control de cualquier autoridad pública, se basa en el principio de máxima publicidad, de tal manera que cualquier información en manos de instituciones públicas sea accesible, sujeta a un claro y preciso régimen de excepciones definido por ley. 

3. La presente Ley se aplica a todo órgano público, incluyendo los pertenecientes a todas las ramas del gobierno (Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial), en todos los niveles de la estructura gubernamental interna (central o federal, regional o provincial, local, etc.), a los órganos, organismos o entidades independientes o autónomas de propiedad del gobierno o controlados por el mismo, bien actuando por facultades otorgadas por la constitución o por otras leyes, y a las organizaciones que reciben fondos o beneficios públicos sustanciales (directa o indirectamente), o que desempeñan funciones y servicios públicos en la medida que esta ley se aplica a los fondos o beneficios públicos recibidos o las funciones y servicios públicos desempeñados. Todos estos órganos deberán tener su información disponible de acuerdo a lo previsto en la presente ley.  
4. En caso de cualquier inconsistencia, esta Ley prevalecerá sobre cualquier otra ley.

Comentario: el término “beneficios” públicos no debe ser interpretado de manera tal de incluir cualquier beneficio financiera recibido por el gobierno.

Comentario: Sin perjuicio que la ley modelo no contiene una previsión por la cual información en posesión de empresas privadas que sea necesaria para el ejercicio o protección de los derechos humanos internacionalmente reconocidos quede comprendida dentro del ámbito de aplicación de la ley, algunos estados, entre ellos Sudáfrica, han adoptado este enfoque.  

Comentario: Solicitudes a las ramas legislativas y judiciales deben referir solamente a los documentos administrativos.
Derecho de acceso

5. Toda persona que solicite información a cualquier entidad que esté comprendida por la presente ley tendrá derecho, sujeto únicamente a las disposiciones de la Parte IV de la presente Ley: –
a) a ser informada sea que obren o no en poder del órgano público los documentos que contengan esa información o de los que se pueda obtener dicha información; y
b) si esos documentos obran en poder del órgano público a que se le comunique dicha información;

c) a apelar la no divulgación de información;

d) a la solicitación anónima;

e) a solicitar información sin dar justificación por la cual la información sea solicitada; 

f) ser libre de la discriminación en base de la naturaleza de la solicitud; y

g) contar con la información de forma gratuita o con un costo que no exceda el costo de reproducción de los documentos.

6. El solicitante no será sancionado, castigado o procesado en respuesta al ejercicio del derecho de acceso a la información. 

Interpretación

7. En la interpretación de una disposición de la presente Ley, cualquier autoridad deberá adoptar la interpretación razonable de la misma que garantice la mayor efectividad al derecho a la información. 

